
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improsperidad del amparo respecto a persona que no ha intervenido en el proceso cuya decisión judicial pretende atacar por medio de la tutela
“Puestas de esta manera las cosas, es inviable considerar lesionado o amenazado el derecho reclamado por la demandante dentro de un asunto en el que no ha intervenido como interesada o como parte, que es lo que justificaría la protección constitucional frente a las decisiones del juez, cuando se dan los presupuestos citados. 

En efecto, es impropio soslayar el trámite, que bien pudo intentar la interesada dentro del proceso de servidumbre, acudiendo como heredera determinada de una de las demandadas, para valerse ahora de este especial mecanismo, buscando del órgano constitucional derruir unos pronunciamientos judiciales que han causado firmeza, cuando no ha mediado un requerimiento al juzgado tendiente a la resolución de los planteamientos que ahora se hacen, lo cual no se suple con la sola afirmación de que se desconocía que debía intervenir en el proceso de servidumbre por escrito. Tampoco es de recibo el argumento que se funda en la ejecución de las obras relacionadas en la sentencia de servidumbre, pues no solo la accionante, sino los demás afectados podrán acudir a las autoridades competentes para denunciar lo que estimen lesivo de sus intereses.”

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-1232 de 2004 y T-510 de 2006.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, agosto veintidós de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-03-001-2016-00017-03
Acta N° 400 de agosto 22 de 2016
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 11 de mayo último, por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela iniciada por Yamilé Reyes contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Marsella, a la que fueron vinculados Norma Perdomo Jaramillo, José Esnoraldo Reyes, Laurentino Reyes, María Ligia Reyes Quintero, herederos indeterminados de Luis Alfredo Reyes, María Olga Reyes y Natividad Reyes,  Julio César García Ospina, José Lozano Ramírez, Carlos Ariel Correa Jiménez y Juan Carlos Colmenares.
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental “al DEBIDO PROCESO”, Yamilé Reyes, quien actúa en su propio nombre y aduce actuar en calidad de heredera de la causante María Olga Reyes, presentó esta demanda contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Marsella.
Expuso que contra José Esnoraldo, Luis Alfredo, Laurentino, María Ligia, María Olga y Natividad Reyes, se instauró demanda de servidumbre de tránsito por parte de Norma Perdomo Jaramillo; en ese libelo se conoció del fallecimiento de los demandados Luis Alfredo, María Olga y Natividad Reyes, sin que se hubiera aportado, como se debía, los registros civiles de defunción, adicional al hecho de que la demanda tenía que dirigirse contra los herederos determinados e indeterminados de los mimos, lo que no ocurrió, y se admitió sin pronunciamiento alguno al respecto; decesos que fueron corroborados con informe del notificador del juzgado, según información que le brindó Leidy Johana Reyes. Agregó que la parte demandante solicitó la notificación por aviso sin mediar previa citación para comparecer al juzgado en forma personal; sin embargo, se negó y se dispuso el emplazamiento de los herederos indeterminados, pero sin que se elevara petición alguna para ello y sin tener en cuenta que los citados demandados ya no eran personas, ni mucho menos sujetos de derechos, ni de obligaciones, lo que configura la nulidad absoluta del proceso. 
Mencionó también que se designó un curador ad-litem a la co-demandada María Ligia Reyes sin prueba de su falta de capacidad para hacerse parte en el proceso y sin solicitud de la parte, lo que desborda los límites legales que deben respetarse dentro del curso normal de un proceso; la demandante en dicho asunto tenía pleno conocimiento de que ella es heredera de María Olga, no solo por la vecindad, sino por lazos familiares y bien pudo dirigir la demanda en su contra para defenderse dentro del asunto, pero faltó a la verdad y lealtad procesal; precisó que los errores procedimentales cometidos en el proceso conllevan su nulidad.
Pidió, en consecuencia, que se revocara el fallo emitido por el despacho judicial accionado el 14 de agosto de 2015, dentro del proceso de servidumbre radicado con el número 2013-00061-00, y que se procediera a decretar la nulidad de lo actuado a partir del auto admisorio de la demanda.

El Juzgado Primero Civil del Circuito admitió la misma y dispuso la vinculación de Norma Perdomo Jaramillo; José Reyes; Laurentino Reyes; María Ligia Reyes Quintero; herederos indeterminados de Luis Alfredo Reyes, María Olga Reyes y Natividad Reyes; Julio César García Ospina; José Lozano Ramírez; Carlos Ariel Correa Jiménez y Juan Carlos Colmenares, a la vez que se ordenó la práctica de una inspección judicial sobre el expediente respectivo. 
Se pronunció el funcionario accionado, quien precisó que, pese a que en la demanda se adujo el fallecimiento de algunas personas, no se arrimó prueba de ello; dio por ciertos algunos hechos y dijo que el 13 de junio de 2014 el despacho ordenó el emplazamiento de los herederos de Luis Alfredo, María Olga y María Natividad, así que carece de fundamento la acción, porque la demandante no se hizo parte en el proceso para defender sus derechos y al mismo se le dio el trámite de rigor. 
Carlos Ariel Correa Jiménez, expresó que su actuación dentro del proceso se limitó a actuar como perito. 
José Lozano Ramírez, indicó que actúa como apoderado de oficio de los señores José Esnoraldo y Laurentino Reyes; que la accionante no fue citada al proceso, pero estuvo pendiente de toda la actuación procesal hasta el día, incluso en que se realizó la inspección judicial, tiempo desde el cual perdió comunicación con la misma; que actuó conforme a las pruebas aportadas al expediente y conforme al principio de buena fe; que pudo percibir una mala fe de la parte demandante para con el despacho judicial al negar que sabían de la ubicación de sus familiares y herederos, porque vivían a menos de media hora. 
Por su parte, Julio Cesar García Ospina, adujo que actuó como apoderado de Norma Perdomo Jaramillo, demandante en el proceso de servidumbre, se pronunció sobre los hechos de la acción y se opuso a la prosperidad de las peticiones, por cuanto el proceso se adelantó bajo los cauces legales, la accionante siempre tuvo la oportunidad de comparecer al proceso, pues sabía de su existencia y conoció de todos sus pormenores; adicionalmente, la sentencia no fue recurrida cuando se tuvo la oportunidad para ello.
Luego de la nulidad decretada por esta Sala, una vez se profirió decisión, sobrevino de nuevo el fallo objeto de revisión, por medio del cual  se decidió “NEGAR POR IMPROCEDENTE” (sic), el amparo deprecado; para así decidir,  expuso la funcionaria que en el proceso de servidumbre la accionante nunca hizo valer su condición de heredera determinada de la co-demandada María Olga Reyes, ni hizo uso de los remedios procesales para que fuera atendida dentro del asunto, cuando conocía del mismo; además, que las actuaciones judiciales censuradas tienen casi 6 meses después de iniciada la acción de tutela con lo que se rompe el principio de inmediatez.

Esa resolución dejó inconforme a la demandante que la impugnó, porque si bien es cierto conoció del proceso, en el Juzgado solo se le informaba que “ahí va” , pero no tenía acceso al mismo; que se enteró del fallo cuando el perito fue a practicar el avalúo; cuando empezaron a hacer la carretera se dirigió a la Defensoría del Pueblo y le solicitaron copias de todo el expediente, las que solicitó y habló con el juez para ponerle en conocimiento que con esa obra se secaron 4 nacimientos de agua, pero le respondió que se encontraba muy ocupado; que por su desconocimiento no se hizo  parte en el proceso de manera escrita, pues pensó que podía hacerlo en forma verbal; reprochó nuevamente lo del emplazamiento de algunos demandados y que no fuera vinculada de oficio cuando así se lo hizo saber el Juez en forma personal. En cuanto a la inmediatez, dijo que  desde la fecha de la sentencia en el proceso de servidumbre hasta la de promoción de la tutela no transcurrieron los 6 meses que señala el fallo; finalmente indicó que con la construcción de la carretera autorizada por el Juez, se causó un daño irremediable a la comunidad que habita la vereda, pues la demandante hizo caso omiso a las recomendaciones de la CARDER para proteger los nacimientos hídricos.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

    


 
Yamilé Reyes, acudió en procura del amparo del derecho fundamental al debido proceso, que estima lesionado por el Juzgado Promiscuo Municipal de Marsella, que adelanta proceso de imposición de servidumbre de tránsito promovido por Norma Perdomo Jaramillo contra José Esnoraldo Reyes y otros, al estimar que el proceso fue admitido en contra de algunas personas ya fallecidas; además de ordenarse emplazamiento sin petición previa y que la demandante conocía de su ubicación como heredera de una de las demandadas y sin embargo no fue citada al proceso, por lo que solicita “revocar el fallo emitido por el tutelado el 14 de agosto de 2015, dentro del proceso de servidumbre con radicado 2013-00061 y en consecuencia proceda a decretar la nulidad de lo actuado a partir del auto admisorio de la demanda.”.
  Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-107 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, reiteró sobre el particular que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Adicionalmente, se ha señalado
 que la legitimación en la causa para promover la acción, también guarda relación con la procedibilidad de la misma. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) procedimental , (iii) fáctico, y (iv) sustantivo; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) el desconocimiento de precedentes y (viii) la violación directa de la Constitución.     
  



Perfilando el asunto en lo que corresponde a los criterios generales, salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, no pudo serle vulnerado a la accionante, por la sencilla razón de que no es parte, ni interviniente con legitimación en el proceso en el que se reprocha la actividad del juez, como quiera que, aunque ella aduce que pudo ser citada, no lo fue y tampoco ha elevado una petición formal al funcionario, tendiente a remediar la aludida omisión. 

  



Sobre el particular ha dicho la Corte Constitucional: 

“ … Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial …”
. 
 



Y con igual perspectiva, la Corte Suprema de Justicia, ha expresado:

“Dentro del asunto que convoca la atención de la Sala, se infiere que el actor persigue que se deje sin efecto lo actuado dentro del proceso de restitución de inmueble arrendado interpuesto por María Mercedes Herrera contra Miguel Ángel Chaparro Becerra, porque en su concepto no se lo llamó a integrar el contradictorio, a pesar de tener contrato de arrendamiento vigente respecto al inmueble que es objeto de la causa judicial.

“El problema jurídico que surge de la situación narrada, rápidamente se soluciona, si se repara en que el actor de esta causa constitucional no es parte dentro del aludido rito declarativo, esto es, porque quien no es parte dentro de un litigio, no le es posible reclamar la vulneración del debido proceso.”

 
  


 
Puestas de esta manera las cosas, es inviable considerar lesionado o amenazado el derecho reclamado por la demandante dentro de un asunto en el que no ha intervenido como interesada o como parte, que es lo que justificaría la  protección constitucional frente a las decisiones del juez, cuando se dan los presupuestos citados. 

En efecto, es impropio soslayar el trámite, que bien pudo intentar la interesada dentro del proceso de servidumbre, acudiendo como heredera determinada de una de las demandadas, para valerse ahora de este especial mecanismo, buscando del órgano constitucional derruir unos pronunciamientos judiciales que han causado firmeza, cuando no ha mediado un requerimiento al juzgado tendiente a la resolución de los planteamientos que ahora se hacen, lo cual no se suple con la sola afirmación de que se desconocía que debía intervenir en el proceso de servidumbre por escrito. Tampoco es de recibo el argumento que se funda en la ejecución de las obras relacionadas en la sentencia de servidumbre, pues no solo la accionante, sino los demás afectados podrán acudir a las autoridades competentes para denunciar lo que estimen lesivo de sus intereses.




Sin necesidad de otras lucubraciones, se concluye que la acción era improcedente, como se decidió en primera instancia, de manera que se confirmará la providencia impugnada, con una precisión de orden técnico, en el sentido de que no debe negarse lo que es improcedente, sino, simplemente, declararlo de esta última manera. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 11 de mayo de 2016, por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela iniciada por Yamilé Reyes contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Marsella, a la que fueron vinculados Norma Perdomo Jaramillo; José Reyes; Laurentino Reyes; María Ligia Reyes Quintero; herederos indeterminados de Luis Alfredo Reyes, María Olga Reyes y Natividad Reyes;  Julio César García Ospina; José Lozano Ramírez; Carlos Ariel Correa Jiménez y Juan Carlos Colmenares, por las razones acá esgrimidas y con la modificación de declararla exclusivamente IMPROCEDENTE.
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
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� 	Sala de Casación Civil. M.P. William Namén Vargas. Providencia de 17 de julio de 2008.
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